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Por la Organización No Gubernamental "Comisión Ciudadana de Autodefensa Vecinal", 
señoras Rosa Infante, Mirta Crespi, Mercedes Gutiérrez y señor José Cardelino. 


SEÑOR PRESIDENTE (Scavarelli).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR BELLOMO.- Quiero hacer referencia a algunos asuntos previos, respecto a los cuales la 
Comisión luego resolverá si son de rápido diligenciamiento -como creemos- o si ameritan una 
discusión, que dejaríamos para el momento adecuado. 


Recibí una nota con determinadas inquietudes -al igual que el señor Diputado Chifflet, quien luego informará 
sobre las gestiones que haya hecho- de parte de familiares, vecinos y amigos del señor Víctor Fabián 
Carrasco Guanco, un recluso parapléjico del COMCAR. Como la recibí con posterioridad a la última reunión 
de esta Comisión con el Grupo Tripartito de Trabajo para el Mejoramiento del Sistema Carcelario, me 
pareció prudente llamar al señor Inspector Navas para ponerlo en conocimiento de esta situación, a los 
efectos de que él resolviera si se podía obrar en consecuencia. Esto, independientemente de las gestiones que 
pueda haber hecho el señor Diputado Chifflet. 


En otro orden de cosas, me ha llegado una solicitud -que he trasladado a la Comisión y, por tanto, consta en 
el repartido que la señora Secretaria nos envió- de donación de materiales y de textos tendientes a la 
ampliación de las bibliotecas existentes en el COMCAR. Hemos hablado con el Director de la Biblioteca 
Nacional, señor Raúl Vallarino, quien nos ha manifestado que existe disponibilidad, razón por la cual este 
asunto podría ser de rápido trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, damos ingreso formalmente a este tema y hacemos la solicitud. En 
ese sentido, que la Secretaría realice el contacto pertinente. 


SEÑOR BELLOMO.- El otro día planteamos en el seno del Grupo Tripartito nuestra inquietud con 
respecto a la visita de esta Comisión a la cárcel de Canelones e, incluso, la vinculamos con una solicitud 
en el mismo sentido que formulara la Junta Departamental de Canelones o una de sus Comisiones, 
para participar en forma conjunta. Nos pareció prudente plantear este asunto en el seno de la 
Comisión de Derechos Humanos para que el señor Presidente lo incluyera en el orden del día cuando lo 
considerara conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya, será incluido. 


El único problema es que yo tengo un poco de prevención en cuanto a estar pidiendo algo en nombre de una 
institución formal, nada menos que una Junta Departamental, cuando no tenemos ninguna petición concreta, 
porque todo esto surge por acumulación de informaciones. Creo que nosotros tenemos la facultad de pedir 
por esta Comisión y, eventualmente, si así se dispone y hay interés, por las áreas que integran el Grupo 
Tripartito. Pero ir más lejos, sin una solicitud formal, implica correr riesgos. No se ha realizado una solicitud 
formal de la Junta Departamental de Canelones en el sentido de que la Comisión de Derechos Humanos 
realice gestiones al respecto. 


SEÑOR BELLOMO.- Tal vez esté confundido y la solicitud que recibimos no sea de la Junta 
Departamental como cuerpo; yo tenía entendido que se trataba de una solicitud formal. Entiendo 
perfectamente y comparto lo que plantea el señor Presidente. En ese caso, solo una salvedad: si 
corresponde, una vez que adoptemos esa decisión y la comuniquemos formalmente, sería bueno 
informar a estos Ediles -creo que firmaba más de uno- lo que vamos a hacer. En todo caso, podríamos 
ir acompañados de ellos, siempre y cuando mediare una autorización del pleno de la Junta 
Departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La señora Secretaria me informa que se trata de una nota enviada por un 
Edil en la que hace la solicitud; no se trata de una resolución de la Junta Departamental. 


Creo que debemos cuidar cómo establecemos los precedentes. Nosotros, por razones de seguridad, no 
podemos pedir que abran la cárcel para un organismo plural como una Junta Departamental. El asunto es 
complejo, por la cantidad de gente que iría, teniendo en cuenta el factor seguridad. La Junta Departamental 
de Canelones no integra el Grupo Tripartito ni guarda una relación directa con él. No es a nosotros que la 
Junta Departamental de Canelones tiene que pedir autorización para visitar la cárcel. ¿Cuál es el vínculo 
formal por el cual nosotros haríamos la gestión por la Junta Departamental, por un Edil o por cualquier 
legislador departamental? ¿Cuál es el fundamento? ¿Por qué no piden la autorización al Ministerio del 
Interior, como corresponde? Nosotros no somos el órgano intermedio. 


SEÑOR BELLOMO.- Sería bueno que por parte de la Secretaría se diera lectura a la nota porque, en 
realidad, no nos están pidiendo autorización, sino que nos plantean su voluntad de concurrir a la cárcel 


de Canelones en forma conjunta con la Comisión de Derechos Humanos -si nosotros lo entendiéramos 
pertinente- o con el Grupo Tripartito. Por supuesto que nos atendremos a lo que resuelva este Cuerpo, 
pero lo que sí nos parece necesario es visitar la cárcel de Canelones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es una prioridad. 


Podríamos hacer la solicitud formal y el ajuste de fechas, como habíamos aprobado, para que concurran a la 
cárcel de Canelones los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos y las personas que tienen que ver 
con el Grupo Tripartito. Me refiero a establecer la cantidad de personas y demás. Asimismo, haríamos la 
consulta formal sobre si puede ir una persona más, que no integra el Grupo Tripartito. 


En otro orden de cosas, quiero informar que me avisaron de parte de la Gerencia de Proyectos Especiales del 
CODICEN, que dirige Graciela Chiribao, que está resuelto el tema del profesor de teatro y del docente. 


Además, hablé con el señor Ministro del Interior por el tema de los cursos de formación en materia 
penitenciaria, ya que se decía que se iban a suspender. Me dio absoluta seguridad de que estos cursos se van a 
mantener. Es decir que en el programa se mantiene el área de formación en materia penitenciaria. 


(Ingresa a Sala la señora Representante Rondán) 


——Culminada la consideración de los asuntos previos, la Comisión de Derechos Humanos tiene mucho 
gusto en recibir a la señora Diputada Rondán, quien realizará un planteamiento vinculado a la 
situación de una alumna del Colegio Divina Pastora. 


SEÑORA RONDÁN.- Quizás, los señores Diputados se pregunten por qué no hago este planteo en la 
Comisión de Educación y Cultura. Yo digo que lo que abunda no daña: sí hay que plantear este asunto 
en la Comisión de Educación y Cultura, pero también me resulta necesario intercambiar ideas con los 
integrantes de esta Comisión de Derechos Humanos, porque creo que se ha violentado un derecho 
fundamental, que es el derecho a la educación. 


A continuación historiaré brevemente el tema, del que tendrán absoluto conocimiento, ya que ha tenido 
muchas idas y venidas. 


Lo sucedido fue lo siguiente. Una jovencita, con su mamá, se apersonó en la Policlínica de Adolescencia de 
la Sociedad Española. Allí, como es rutina, fue atendida por un equipo multidisciplinario, integrado por una 
médica, una psicóloga y una asistente social. Como también es rutina, se elaboró la historia de la paciente, en 
la que se detallan sus datos y los motivos de la consulta. Pero, ¿con qué se encuentra este equipo 
multidisciplinario? Con que esta chica de 14 años, con un embarazo de doce semanas, alumna del Colegio 
Divina Pastora de Piedras Blancas, manifiesta que ha sido expulsada del centro de estudios. Y se me ocurre - 
no quiero hacer ningún tipo de presunción- que no fue inducida a decir eso en el interrogatorio que le 
realizaron una médica, una psicóloga y una asistente social. 


Enfrentado a esa situación, este equipo multidisciplinario entiende que debe realizar la denuncia donde 
corresponde: en el CODICEN. ¿Por qué realizan la denuncia? Por la misma razón que lo hace un médico que 
recibe un caso de abuso, maltrato o violencia doméstica: porque está obligado a denunciarlo. 


El CODICEN tiene una ordenanza -emanada de su seno- que protege a las madres niñas o madres 
adolescentes con un sistema especial de inasistencias que las ampara durante el embarazo y el puerperio para 
que no tengan que repetir el curso ni irse a examen. ¿Por qué esta ordenanza del CODICEN antes no existía? 
Porque el embarazo adolescente no era tan frecuente como hoy. Si bien el embarazo adolescente es más 
frecuente en las áreas de extrema pobreza, no es cierto que no se dé en otros ámbitos no pobres; se da en la 
enseñanza pública y en la enseñanza privada. Dicha ordenanza rige para absolutamente toda la enseñanza, ya 
que los colegios privados, cualquiera sea su naturaleza, tienen la habilitación del CODICEN. 


Una vez que se realiza la denuncia, ¿cómo procede el CODICEN? Llama al organismo correspondiente, que 
es Enseñanza Secundaria, para que realice rápidamente una investigación administrativa. El CODICEN no se 
pronuncia en cuanto a cuáles serán las medidas que va a tomar, porque tampoco ha constatado los hechos. 


Entonces, el Consejo de Enseñanza Secundaria diligencia a dos inspectoras del área de enseñanza privada 
para que realicen las investigaciones. 


Pero, ¿qué sucede concomitantemente? Aparece la mamá de la jovencita diciendo que no existió tal 
expulsión. Hasta aquí los hechos. Mi interés en conversar con ustedes no radica en establecer si la chica fue 
expulsada o no. Quiero hacer una apreciación a modo de constancia. 


No tengo por qué no creer en la palabra de la doctora Laura Batalla, a quien conozco desde hace muchísimo 
tiempo como profesional; no estoy haciendo otro juicio de valor sobre su persona. Ella hace muchísimo 
tiempo que dirige la policlínica de niños y adolescentes en La Española. No creo que la moviera ningún 
interés espurio al hacer esa denuncia, sino simplemente corregir una situación de injusticia. 


¿Por qué plantear esto en la Comisión de Derechos Humanos? Porque creo que se violentó más de un 
derecho. En primer lugar, se violentó el derecho al libre acceso a la educación. Acá hay un reglamento que 
dice por qué se puede expulsar a un alumno de un centro educativo, sea público o privado. Se lo puede 
expulsar después de varios apercibimientos -así lo establece el reglamento- ante una falta grave. Entonces, si 
esta chica fue expulsada, tendríamos que considerar que el embarazo es una falta grave, lo cual, tanto desde 
el punto de vista humano como docente, me parece un disparate. 


En segundo término, se está discriminando, y se considera que solo pueden asistir a los centros educativos 
aquellas adolescentes que no se embaracen. Y si todavía fuera más lejos en mi apreciación, podrían asistir 
aquellas adolescentes que, embarazándose, aborten, porque de esa manera la pancita no se ve. Entonces, 
frente al hecho de una jovencita que asumió su maternidad, que decidió tener a su hijo, parece que se toman 
medidas de este tipo. Se habrán tomado o no; no lo sé. 


Por otra parte, aparece ahora otra denuncia de un hecho que ocurrió hace cuatro años, aunque no nos 
enteramos, relativo a otra chica también alumna del Colegio Divina Pastora. Ella y su pareja, ambos alumnos 
del colegio, si bien no fueron expulsados, fueron presionados psicológicamente. Hoy el niño tiene cuatro 
años y ya tienen otro de ocho meses, lo que quiere decir que la pareja, gracias a Dios, ha seguido 
funcionando. 


Por lo tanto, parece que en forma encubierta estas cosas están sucediendo en el Siglo XXI en el Uruguay; un 
país en el que sentimos que esas cosas no debían suceder antes y no pueden ocurrir ahora. 


En consecuencia, me gustaría que la Comisión -si lo considera pertinente y después de que yo me retire, por 
supuesto- evaluara si este tema hace a los derechos humanos; si no es un tema como para que nos pongamos 
a trabajar -no estoy pidiendo que se llame a las autoridades del colegio, ni nada de eso-, porque a lo mejor 
hay mucha cosa encubierta que desconocemos y me parece que, como legisladores y controladores del Poder 
Ejecutivo, tenemos que ver si estas situaciones son realmente aisladas, más allá de que creo que es así porque 
conozco casos en otros colegios religiosos -católicos, evangelistas- en los que se actúa exactamente al revés: 
a la jovencita se la contiene, se la apoya y se la respalda. No digo que esto sea una constante en la educación 
religiosa porque sería una mentira; esto no es así. 


Entonces, el de esta Comisión me pareció un ámbito adecuado para hacer este planteo, en primer lugar, 
porque se ocupa de los derechos humanos, y en segundo término, porque como ya llevo tres años en el 
Parlamento, conozco a los integrantes de esta Comisión desde el punto de vista humano y sé que tienen una 
real sensibilidad por todos estos temas. 


Este es un asunto extremadamente delicado, y si bien en alguna oportunidad yo defendí el derecho de la 
mujer a interrumpir el embarazo, defiendo también a muerte su derecho a tener un hijo cuando lo decide. Y 
nosotros tenemos la obligación, como Estado, de darle las condiciones para que lo tenga de la mejor manera 
posible. No me importa el estado civil de esa mujer; no me interesa si está casada o no. 


Agradezco a esta Comisión que me haya brindado un poco de su tiempo porque, realmente, me parece que 
acá hay derechos que han sido violentados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya, nos hacemos eco de la preocupación planteada. 


En primer lugar, debo decir que estuvimos en contacto con la doctora Batalla, quien además es una amiga 
personal de hace muchos años. Para sobreabundar lo que dijo la señora Diputada, de acuerdo con la versión 
que yo tengo, una vez que esta chica va a hacer el planteamiento a la policlínica de adolescentes de La 
Española, antes de hacer la denuncia, hay una comunicación de los técnicos que trabajan en el caso con la 
Directora de la escuela, y en esa instancia se transcribe una conversación que, aparentemente, es la que da pie 
a la situación posterior. 


En segundo término, apoyamos absolutamente las expresiones de la señora Diputada Rondán en cuanto a la 
personalidad, al estilo y modo de ser de la doctora Laura Batalla, que para nosotros es una absoluta garantía. 


De todos modos, hay un hecho que es importante señalar. Ha quedado claro que desde el punto de vista de la 
legislación uruguaya estas situaciones están absolutamente previstas y protegidas. Por lo tanto, no estamos 
frente a un caso de vacío legal. Hay ordenanzas específicas del Ente Autónomo de la enseñanza, que dirige 
todos los principios de la educación uruguaya, que establecen un mecanismo para este tipo de situaciones, y, 
de comprobarse esos hechos, se habría violado. De todos modos, en las próximas horas se expedirá el 
resultado de la información de urgencia requerida por las autoridades de los servicios de enseñanza. Por lo 
tanto, también vamos a estar a la luz de esa resultancia primaria. 


Es muy probable que la Comisión resuelva invitar a la doctora Laura Batalla para conversar sobre estos 
temas, por su propia especialidad. Quizás -entre otras cosas, es ahí donde me parece muy importante el aporte 
de la señora Diputada Rondán- este sea un elemento importante para dinamizar opinión al respecto, no solo 
en relación a esta institución en concreto sino en general, para tener una idea de dónde realmente estamos 
parados en estos temas. No nos vamos a hacer eco de denuncias periodísticas, pero como en las próximas 
horas aparecerá la información sustanciada con todas las garantías procesales que tienen que ver la autoridad 
de un Ente Autónomo de enseñanza, esperaremos. 


SEÑOR BELLOMO.- No hay necesidad de que se retire la señora Diputada, sino todo lo contrario 
porque, entre otras cosas, ha hecho muy bien no solo en preocuparse por el tema sino en incluirlo en la 
agenda de nuestra Comisión, independientemente de que también atañe, y mucho, a otras, como la que 
ella misma integra en carácter de titular. 


Voy a empezar por el final y después voy a dejar una constancia. 


A los efectos de las posiciones que eventualmente tomemos, resulta imprescindible aguardar, entre otras 
cosas, el resultado de esa investigación que el CODICEN; según creo, ha anunciado que en la tarde de hoy lo 
estará poniendo en la consideración pública. Igualmente, me parece muy bueno lo que el señor Presidente 
decía -independientemente de esa información que trascenderá esta tarde y que entiende preceptiva antes de 
dar ningún paso-, porque este tema, más allá de cómo se laude oficialmente y en la opinión pública, no se 
termina necesariamente con la resolución de esta tarde, estableciéndose quién hizo bien o mal o si se pudo 
comprobar que las versiones eran encontradas. Así que, aguardando el resultado de esta tarde, me sumo a su 
iniciativa y la amplío por dos razones: por una cuestión de estricta justicia y por una imposibilidad que tengo. 


En primer lugar, me parece que sería bueno también invitar a las autoridades correspondientes, de la Iglesia 
Católica o del colegio -veremos cuál es la adecuada, la que conviene o la que es posible encontrar-, a los 
efectos de escuchar las dos campanas, como es de estricta justicia. 


Me refiero también a una imposibilidad porque en la tarde de ayer, por la vía del contacto personal y 
telefónico, tuve sendas opiniones que coincidieron con lo que después recogí, que fue la información que dio 
el Padre Basilio Ivanoff, en nombre de la Iglesia Católica, pero no pude realizar preguntas puntuales a 
quienes ante mí se apersonaron. Procuré establecer contacto con las autoridades, pero no me fue posible ayer. 
Entonces, como también entiendo esta parte de estricta justicia, más allá del resultado de esta tarde -que 
esperaremos para proceder en consecuencia-, me parece que debemos continuar en el camino que señalaba el 
señor Presidente de invitar a la doctora Batalla o a quienes consideremos pertinente, pero que también 
tenemos que brindar la oportunidad a la otra parte involucrada en este asunto, con la cual -reitero- no me fue 
posible tomar contacto. 


SEÑOR CHIFFLET.- En primer lugar, comparto totalmente el planteamiento hecho por la señora 
Diputada Rondán. Me parece que esto forma parte de una preocupación que existe en el Uruguay, que 


ha hecho de este país un medio en el que determinados puntos de vista, que son de alguna manera 
pioneros o de vanguardia, se abran camino; y esta puede ser una oportunidad para afirmar 
determinados puntos de vista que son de progreso. 


Me extrañó, cuando comenzó a informarse sobre este tema, que no se publicasen de inmediato las 
disposiciones legales u ordenanzas que tienen que ver con este tema, que parecería que es uno de los puntos 
que dilucidan totalmente esta situación, o la opinión de los directamente interesados, que recién aparecieron 
bastante después. 


De todas maneras, creo que la Comisión puede tener una participación importante en este tema. ¿En que 
sentido la concibo? Creo que la Comisión, luego de escuchar a las distintas partes, puede hacer un 
pronunciamiento claro y categórico, que defina los aspectos jurídicos, los que deben ser amparados ahora y 
en otros casos, que dilucide todos los aspectos que están polemizados en la prensa y aporte algo tendiente a lo 
que el señor Presidente ha llamado "dinamizar la opinión", para que algunos conceptos que en algunos 
sectores pueden estar todavía en una actitud conservadora o nada progresista, se afirmen o desaparezcan y 
ayudemos a crear conciencia sobre estos temas. 


Creo que la chica que decide enfrentar el problema de la maternidad está realizando un acto de valentía 
todavía en el país, que merece todo respaldo, y que las instituciones en circunstancias como esta quizá deban 
respaldar -la señora Diputada se refería a algunos casos en que realmente funciona así- el estudio de la 
persona, de tal manera que no se perjudique su avance en el liceo, en la Universidad o donde estudie. En ese 
sentido, creo que un análisis de la Comisión, en forma relativamente rápida, citando a las distintas partes en 
una única sesión y luego adoptando una resolución bien clara, nítida y serena que afirme determinados 
puntos de vista, puede ser muy útil para el progreso de los conceptos en este país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay algunas cosas que van quedando claras. 


En primer lugar, desde el punto de vista institucional, me pareció entender que la postura de la Iglesia 
Católica como tal es la de proteger la situación, lo que me da una enorme tranquilidad inicialmente. Quiere 
decir que el tema queda circunscripto a si, sí o no, una jerarquía administrativa, más allá de su rol religioso en 
este caso, en un instituto de enseñanza concreto, tomó una decisión acertada, correcta o incorrecta en relación 
a un reglamento. 


Entonces, me da gran tranquilidad que el hecho esté circunscrito a la conducta individual de una jerarquía de 
un organismo cuya normativa general tiende a la protección. 


Sí me parecería interesante -creo que esta es una de las partes más valiosas del aporte de la señora Diputada 
Rondán- convocar a la dirección del Hospital Pereira Rossell, que maneja estos temas diariamente, para 
enterarnos de cuál es la experiencia al respecto, y comprobar si estamos en una situación cuya complejidad 
no tenemos muy clara. Por otra parte, y en el mismo sentido de lo que planteaba el señor Diputado Chifflet, 
se trata de un hecho cuya reversibilidad es ilícita, es decir, consumado el embarazo no hay alternativa lícita 
para resolver la situación; decimos esto sin entrar a analizar la profundidad filosófica del asunto, ya que 
estamos hablando pragmáticamente. Es más, es una alternativa ilícita y especialmente agravada porque se 
trata de una persona menor de edad. Por lo tanto, la alternativa no sería posible, ya que sería no educarla o, de 
lo contrario, incidir de algún modo en una dirección absolutamente aberrante. 


Entonces, me parece que no estaría mal que esperemos las resultancias a las que arribe la autoridad de la 
educación, lo que nos dará un material concreto sobre el punto. Sí nos parece interesante -creo entender que 
estamos todos de acuerdo- avanzar en la investigación no solo del hecho puntual sino también del panorama 
que se plantea en el sistema educativo nacional con una adolescente embarazada. Se podría extender el 
análisis a otras actividades; está claro que existen otras instituciones que prestan servicios de este tipo, por lo 
que podríamos ver a quiénes tendríamos que invitar para que nos dieran una noción en la materia. 


Agradecemos la presencia del señora Diputada Rondán. 


(Se retira de Sala la señora Diputada Rondán) 


——Dese lectura a una nota de la Junta Departamental de Canelones. 


(Se lee) 


SEÑOR PENADÉS.- No quisiera sentar el precedente de que las Juntas Departamentales o algún 
legislador departamental -entre cuyas competencias constitucionales y legales no figura ninguna 
referida a estos asuntos- sienta la pertinencia de comparecer junto con la Comisión de Derechos 
Humanos -asesora de la Cámara de Representantes- cada vez que esta visite un establecimiento 
penitenciario. Digo esto porque hoy son las Juntas Departamentales, pero mañana podrían ser las 
Juntas Locales y luego otros, lo que podría llegar a desvirtuar las visitas a los establecimientos 
penitenciarios que en el futuro pueda hacer la Comisión de Derechos Humanos, cuyas potestades están 
claramente determinadas por la ley y el Reglamento de la Cámara de Representantes. 


En ese sentido, creo que debería pedirse más información para ver a qué se debe esa solicitud y cuáles son las 
interrogantes que motivan a dicha comisión permanente -no sé si es asesora o cumple la misma función que 
la Comisión Permanente del Poder Legislativo, que actúa desde el 15 de diciembre al 1” de marzo de cada 
año, según lo establece la Constitución de la República- a realizar esta petición, para luego resolver. 


Yo tengo una opinión si quien hace la solicitud es la Comisión, y otra si el peticionante es individual, en este 
caso una señora Edila. Si fuera una Comisión, estaría dispuesto a acompañar el pedido, pero si fuera una 
señora Edila a título personal, no estaría de acuerdo con que se sentara el precedente porque mañana 
cualquier Edil, o todos ellos, podrán entender -eso hasta podría llegar a interferir en la labor de la Comisión 
de Derechos Humanos- que se debe acceder a estos petitorios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La nota es ambigua porque habla de una Comisión Permanente N* 10 de 
Asuntos Sociales, luego de una solicitud de la Edila Gabriela Lima, y después que se invite a la 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes a coordinar una visita en conjunto 
con esa comisión permanente a dicho centro de reclusión; esta última parte es la que nos compete. 


Es evidente que los términos empleados en la nota no son los más adecuados. Pediremos más información 
para tener más claro el panorama. 


SEÑOR BELLOMO.- Creo que corresponde hacer lo que sugiere el señor Presidente y que es de recibo 
la inquietud del señor Diputado Penadés. Considero que la redacción -lo digo con el máximo respeto- 
no es la más clara o la más feliz. 


Independientemente de ello, creo que no hay dos interpretaciones sobre lo que dice la nota. La Edila Gabriela 
Lima plantea en la Comisión de Asuntos Sociales -la N* 10 de la Junta Departamental de Canelones-, que es 
la que entiende en la temática de los derechos humanos y los problemas carcelarios, la necesidad de visitar el 
establecimiento de reclusión, en lo posible conjuntamente con nuestra Comisión de Derechos Humanos. 
Luego el plenario de la Junta Departamental hace suyo este planteamiento y por esa razón la nota lleva la 
firma del Edil Orestes Numa Santos, como Presidente de dicho Cuerpo, y de la doctora Daniela Olivar, que 
es la Secretaria General. 


Me parece que está claro que la solicitud es para que la Comisión de Asuntos Sociales -no recuerdo si tiene 
cinco o más miembros- pueda coordinar la visita con nuestra Comisión, petición que recoge esa asesora y 
hace suya el plenario de la Junta Departamental. 


Admito que la nota es confusa, pero creo que es más formal de lo pensábamos porque la hace suya el 
plenario de la Junta Departamental. 


SEÑOR CHIFFLET.- En todos los Reglamentos de las Juntas Departamentales -aunque no en todas 
las oportunidades se aplica- existe la posibilidad de crear comisiones de derechos humanos; la de 
Montevideo la tiene. Supongo que sería muy útil que en cada uno de los departamentos existiesen 
comisiones que se encargaran de analizar los temas carcelarios -en Canelones se llama de Asuntos 
Sociales-, ya que nuestra Comisión no puede dedicarse a todas las cárceles del país, aunque esto desde 
luego esté bajo su jurisdicción. 


Creo que simplemente se trata de coordinar con el Jefe de Policía de cada departamento o con la Dirección 
Nacional de Cárceles, si se tratara de las cárceles dependientes de su jurisdicción. Cumplido ese requisito, 
estoy seguro de que resultaría muy útil para los Ediles y la sociedad en general. En ese sentido, y sin 
perjuicio de que se hagan las gestiones que tácitamente quedaron decididas, creo que esas comisiones sin 
ninguna duda tienen la posibilidad de solicitar información al Jefe de Policía y realizar por su cuenta todas las 
visitas que les parezcan convenientes. 


En alguna oportunidad los Directores de Cárceles anteriores no dejaban entrar a las comisiones de derechos 
humanos, pero todos sabemos lo útil que ha sido que SERPAJ, IELSUR y otras organizaciones no solo 
visiten sino que también aporten análisis, sugerencias y propuestas para mejorar las distintas cárceles. 


En ese sentido, creo que la actitud actual de la Dirección Nacional de Cárceles es muy abierta y ha resultado 
particularmente útil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo óptimo es que cada comisión de las Juntas Departamentales 
gestione la solicitud ante la autoridad correspondiente. 


Lo que me preocupa -coincido con el señor Diputado Penadés- es que nos transformemos en los gestores de 
la solicitud de las visitas de cárceles, por cuanto ese no es nuestro papel; si no, cada Junta Departamental nos 
pedirá que lo hagamos. No hablo del caso en que a determinada comisión de una Junta Departamental se le 
niegue información y lo planteé acá, pero en ese caso estamos frente a un hecho concreto. 


En síntesis, la sugerencia es investigar de cuánta gente se trata para hacer la solicitud de la visita, sin que ello 
signifique sentar ningún precedente procedimental. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——Quisiera informar que ante la nota presentada por vecinos del Zonal 14 -que fuera repartida a los 
señores Diputados-, se consultó al Director del INDA, quien señaló que fue concedido el complemento a 
la canasta alimentaria, y que próximamente enviará una nota donde figuren las fechas en que será 
entregado. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quisiera señalar que entre las notas que se nos entregaron hay una firmada por 
varios ciudadanos exponiendo el caso de un interno del COMCAR que es cuadrapléjico y que está con 
grandes dificultades. Hablé con algunas autoridades del establecimiento, quienes me explicaron que 
ellos no pueden estar realizando todas las tareas que requiere este interno. Les crea muy serias 
dificultades; hasta para ir al baño tienen que llevarlo los guardias, si no lo lleva algún otro interno, e 
inclusive algunos se niegan a hacerlo. 


Cuando me enteré del caso hablé con su abogada defensora, la doctora Raquel Samboni. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué delito se encuentra allí? 


SEÑOR CHIFFLET.- Aparentemente por un tema de drogas; se me ocurre que haría el operativo de 
venta. 


Le pregunté a la abogada si había hecho alguna gestión al respecto y me informó -desde luego que no 
oficialmente- que el Juez no la atendió porque estaba muy apurado cuando ella le planteó el asunto. Además, 
el Juez procesó y envió a esta persona al COMCAR sin siquiera haberlo visto. Desde luego que a ella esto le 
pareció irregular y que haría el planteamiento que corresponda. 


Por mi parte, mandé al Juez esta misma nota, y le agregué unas líneas diciendo que la había recibido como 
integrante de la Comisión de Derechos Humanos, lo que lógicamente no tuvo respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el auto de procesamiento, cuando se hace la audiencia previa se exige la 
presencia preceptiva del defensor, con posibilidades de que se declare la nulidad del procesamiento en 
caso de no cumplirse con esto, y una de las preguntas obligatorias refiere al estado de salud del 


imputado. Por lo tanto, es difícil que el Juez no tenga en cuenta la situación de salud que se haya 
declarado. 


SEÑOR CHIFFLET.- Según estos informes no oficiales, el Juez no vio al imputado ni atendió a la 
abogada que planteaba el tema. Estaba muy apurado y tenía que irse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que la abogada en este caso presentará un reclamo por escrito. 


Tampoco veo bien cómo maneja la autoridad carcelaria este caso. ¿El propio jerarca carcelario dispone 
sacarlo de la cárcel y enviarlo a un hospital por una enfermedad permanente que el Juez conocía al tiempo de 
dictar el procesamiento con prisión? Me parece que el tema es complejo. Es distinto cuando la autoridad 
carcelaria se encuentra con un recluso que tiene una crisis de salud o una modificación del estatus que tenía 
al tiempo de ser procesado. Pero con una situación preexistente y sin ninguna modificación, corresponde a la 
autoridad carcelaria comunicar al Juez que no puede manejar la situación. 


SEÑOR CHIFFLET.- El Jefe de un módulo habló conmigo y me dijo que tenían ese problema y que 
ellos no lo podían resolver. Me advertía para ver qué se podía hacer. 


SEÑOR BELLOMO.- Hablé el viernes con el Inspector Navas y me dijo que él se iba a ocupar y que 
iba a hablar con el Director del COMCAR. Como bien decía el señor Diputado Chifflet ellos no tienen 
la potestad de derivarlo a otro lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad, pero sí pueden manifestar en forma documentada al Ministro del 
Interior que están frente a una situación que no pueden manejar a fin de que este, formalmente, lo 
comunique al Poder Judicial. Digo esto independientemente de lo que haga el defensor por otra vía. 


SEÑOR BELLOMO.- Nuestra intervención se centró en lo que dice la nota. Se dijo que solo podía 
realizar su higiene personal cuando recibía la visita; no sabemos qué pasa los días que no hay visita. Lo 
que hice fue trasladar esta situación al Inspector Navas, ya que necesita un trato especial; me pregunto 
por qué está en un régimen de reclusión común. Esto es lo que él iba a averiguar en estos días. 

La nota presentada está acompañada de una treintena de firmas. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De quién son esas firmas? 

SEÑOR BELLOMO.- Son de familiares y vecinos. 


Tomé contacto con la señora mamá y le dije que lo que ellos planteaban no era posible, por lo menos desde 
nuestro punto de vista. Sí le comuniqué que se iba a estudiar cómo se podrían mejorar las condiciones de 
higiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, el señor Diputado Chifflet manifestó que ha enviado una 
carta al propio magistrado interviniente. 


SEÑOR CHIFFLET.- Esta misma carta la dirigí al magistrado diciendo que algunos familiares me 
habían visitado en mi condición de integrante de la Comisión de Derechos Humanos, y agregaba que 
me parecía que era un tema particularmente delicado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos hacer un seguimiento a través de la abogada. 

SEÑOR BELLOMO.- Precisamente, le dije a la madre que la abogada debía hacer hincapié en el tema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que sería bueno pedir a la Asesoría Técnica que haga un 


seguimiento, o por lo menos hablar con la abogada para ver si ya presentó la solicitud formalmente, y 
qué pasó con la respuesta judicial. Inclusive, sería bueno hablar con la defensora para saber en qué 


términos está planteado el tema. A la luz de esos resultados podríamos poner en conocimiento al propio 
Ministerio del Interior para que esté al tanto de estos hechos y no se vea sorprendido. 


SEÑOR BELLOMO.- Estoy de acuerdo con las medidas que acaba de proponer el señor Presidente. 
Reitero que a veces hay desprolijidades de manejo; si nos hubieran consultado les habríamos 
recomendado la vía de la Comisión, pero como recibimos esta nota, me reuní con el Inspector Navas 
para adelantar camino. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Rossi) 


SEÑOR ROSSLI.- Voy a hacer unos comentarios muy breves, ya que creo que el propio proyecto y su 
exposición de motivos creo que son bastante claros en cuanto a los objetivos que se persiguen. 


Estamos en la época del genoma humano, del avance de la ciencia y del mayor conocimiento de la 
información genética de cada uno de los individuos. 


Por lo tanto, en esta época empiezan a desarrollarse distintas modalidades de utilización de esta información, 
lo que consideramos correcto. Inclusive, a nivel de la Cámara de Representantes, en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, hay un proyecto promovido por el Ministerio 
del Interior respecto a la utilización del archivo de identificación genética en lo criminal. 


En estos meses ha venido discutiéndose el tema a nivel de las propias Naciones Unidas. La UNESCO creó 
una comisión especial y está avanzada en cuanto a la elaboración de un proyecto de declaración internacional 
sobre datos genéticos humanos. Inclusive, a nivel del Uruguay, se han desarrollado algunas instancias 
académicas muy importantes, con la participación del doctor Gros Espiell, delegado por Uruguay en esa 
comisión de las Naciones Unidas. 


Se trata de que frente a esta utilización de la información genética, de su profundización y perfeccionamiento 
-que permite conocer con mucha exactitud las características genéticas que están predeterminando con un 
alto grado de acierto las posibilidades o eventualidades que el ser humano y sus descendientes van a tener 
que enfrentar a lo largo de su vida-, se tomen algunas medidas de protección del individuo. ¿En qué sentido? 
En el sentido de que el desarrollo de las distintas modalidades de utilización de esta información no comience 
a deformar o a redundar negativamente en la protección del ser humano, que es lo principal. 


Al respecto, nuestro proyecto no tiene la pretensión de abordar asuntos que seguramente el Parlamento 
deberá considerar muy pronto, como la regulación del funcionamiento de los bancos de datos y de 
información. Estamos convencidos de que ese es un tema que tendremos que considerar en un futuro 
inmediato, porque se trata de una actividad nueva que no se puede manejar, si no es con un soporte legal, que 
tendrá que construirse. 


Pero mientras tanto, y a partir de que ya hay iniciativas y usos prácticos de esta información de ADN -y es 
bueno que sea así porque para eso está el avance del conocimiento humano-, tenemos que prever algunas 
consecuencias, procurando limitar los aspectos negativos. 


El proyecto tiene tres partes: una contiene las definiciones generales, que se recogen de lo hecho por las 
Naciones Unidas para ubicar el tema; otra tiene que ver con las prohibiciones y garantías, que se concentran 
en los artículos 6* y 7%, y la tercera corresponde a la tipificación de delitos y sanciones, que serían nuevos, 
para impedir que esos desvíos que se quieren evitar se concreten. 


Entonces, en el aspecto central, que es lo que se procura proteger, es bueno evitar la discriminación, 
precisamente por la información genética del individuo. En ese sentido, a partir de las definiciones de que la 
información genética de cada individuo es de su propiedad, que le pertenece, es necesario establecer 
claramente que solo puede utilizarse con la voluntad expresa del individuo o en aquellos casos que determine 
también expresamente la ley; de no ser así, muere con el individuo. A partir de eso, esta información genética 
no debe ser utilizada ni exigida en el ámbito laboral; no debe ser utilizada ni exigida para el otorgamiento de 
contratos de seguros y fijación de primas; no debe ser utilizada ni exigida para el ingreso al sistema de salud, 
y no debe ser utilizada en general como elemento de discriminación del individuo. 


No creo que este tema se agote con estas precauciones; a lo mejor del trabajo de la Comisión y de los aportes 
de otros legisladores y técnicos surjan precisiones que mejoren el proyecto. Pero se trata de abrir el paraguas. 
Como esto se está difundiendo y cada vez se utiliza más, como ya se tiene conocimiento de que se están 
formando bancos de datos y de que hay proyectos para su utilización en la esfera criminal -en los hechos ya 
se está usando en algunos otros órdenes- sería bueno, a priori y antes de seguir avanzando en otros aspectos 
sobre los que habrá que legislar, establecer lo más rápidamente posible algunas limitaciones, para no 
encontrarnos después con la desagradable sorpresa de que para empezar a trabajar, junto con el carné de 
salud habitual, nos exigen la información genética como condición. No olvidemos que la información 
genética permite conocer determinadas características del individuo que lo hacen conveniente o no para 
acceder a cierto puesto de trabajo; para contratar un seguro puede suceder lo mismo: que la prima se vincule 
a las expectativas que surgen de la información genética. Para ingresar a un sistema de salud ya se pide una 
revisión médica, pero de no legislarse al respecto, podría también exigirse información genética. 


Además, hay un cuarto literal que tiene que ver con otras situaciones de discriminación. Aspiro a que el 
proyecto de ley establezca que esa información -que es propiedad del individuo y que solo se puede utilizar 
por su voluntad o por decisión de la ley- no pueda utilizarse nunca como un elemento de discriminación del 
propio ser, en función de las limitaciones que de ella puedan surgir. 


El proyecto es sencillo, por lo que creo que su consideración puede ser relativamente fácil, así como lograr 
un entendimiento a nivel de la Cámara de Diputados para poder convertirlo en ley, y con eso tomar las 
precauciones que nos parece que el tema merece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 8” se establece la tipificación de la figura ilícita. Allí se dispone 
que el que proporcione o utilice la información genética contrariando la confidencialidad, será 
castigado con una pena de tantos meses. Luego, en una forma muy acertada, el artículo 10 establece la 
condición de hecho ilícito, generador de daños y perjuicios, y la entrega de datos genéticos sin el 
consentimiento del involucrado. Parecería importante que este artículo 10 hiciera mención a que esto 
es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8”; parece obvio, pero sería bueno dejarlo establecido. 


SEÑOR ROSSI.- Debo reconocer que si bien no tengo conocimiento suficiente para determinar este 
tipo de modalidades de sanción, desde luego procuré asesorarme y no innovar, sino recoger 
determinados criterios que se utilizan en conductas que podemos considerar asimilables. Este es uno de 
los temas que, inclusive, nos llevó a pensar si el ámbito adecuado para la consideración del proyecto 
era la Comisión de Derechos Humanos o la de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. El señor Presidente lo derivó a la Comisión de Derechos Humanos y nosotros, con 
mucho gusto, lo aceptamos, si sus integrantes entienden que este es el ámbito pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Diputado Rossi. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Rossi) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Ciudadana de Autodefensa Vecinal) 


La Comisión de Derechos Humanos tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Comisión Ciudadana 
de Autodefensa Vecinal, integrada por las señoras Rosa Infante, representante de la calle Cavia, Mirta Crespi 
Piotti, de Punta Carretas y Reducto, y Mercedes Gutiérrez, de Pocitos, y por el señor José Cardelino, de 
Pocitos. 


SEÑOR CARDELINO.- Presido la Comisión Ciudadana de Autodefensa Vecinal, que es una 
organización no gubernamental. 


Estamos en el lugar que consideramos más indicado, porque nuestro problema es que nos sentimos 
avasallados en nuestros derechos humanos. En mi caso personal, soy vecino de la calle Gabriel Pereira, 
esquina Gestido, donde desde hace quince años funciona una discoteca, que ha pasado por varios nombres: 
primero fue "La Luna", después "Quetzal" y ahora es "Mariachi". Esta última empezó disfrazada como 
restaurante y paulatinamente se fue convirtiendo en lo mismo que las anteriores, con la diferencia de que ha 
tenido una muy buena aceptación por parte de cierto público; ha crecido y ha transformado el barrio en un 


manicomio. Nosotros no somos dueños de descansar en nuestra propia casa. No se trata solo del ruido que 
viene de adentro sino del entorno que esto genera: hay decenas de taxis que se paran en doble fila, más los 
muchachos que andan en la calle a esa hora bajo los efectos de todo lo que consumen, que obstruyen 
totalmente el tránsito. O sea que si uno consigue conciliar el sueño por un rato, el bocinazo de un ómnibus o 
de un camión lo despierta. 


También se produce la invasión de nuestras casas. En la mía hay un murete y un jardín con retiro que se 
convierte en baño, en motel, en el lugar adecuado para tirar las jeringas, las botellas y todo lo que se puedan 
imaginar. A esos lugares concurre gente que tiene costumbres distintas a las de los que vivimos ahí, y cuando 
les vienen ganas de hacer sus necesidades fisiológicas, lo hacen en nuestras casas. Creo que es un 
avasallamiento de los derechos humanos. Han llegado a introducir automóviles en la cochera de mi casa. Yo 
dejaba el portón abierto para que no se pararan autos obstruyendo la entrada, porque varias veces me ha 
ocurrido no poder salir de mi casa. En una época, mi hermano, que es médico, vivió en mi casa, y muchas 
veces tuvo que tomarse un taxi para atender los llamados de guardia porque no podía salir. Esta situación se 
viene arrastrando desde hace muchos años. 


Esta problemática es común a todos los que vivimos cerca de este tipo de centros. He reiterado varias veces 
que no tengo nada contra las personas a las que les gusta ese tipo de vida; a mí me gusta la noche y me gusta 
bailar, pero no le jorobo la vida a nadie. Hay gente que los fines de semana -que son los peores días- se va a 
dormir a la casa de algún pariente. 


Como se sabe, la imposibilidad de conciliar el sueño acarrea problemas de salud. Muchos médicos han dicho 
a la gente que padece este problema que si no pueden lograr descansar en su casa, la solución es mudarse. Me 
parece demasiado fuerte que uno no tenga derecho a descansar en su propia casa. 


SEÑORA CRESPI.- Cuando se llega a la Comisión de Derechos Humanos es porque la situación es 
muy grave y hay víctimas que han quedado en el camino. 


El estar varias noches sin descanso -desde las 12 hasta más de las 6 de la mañana- es un detonante para la 
salud y genera gravísimos problemas; la falta de sueño es reconocida como detonante de graves patologías. 
Quienes hemos estado y estamos bajo su impacto, lo padecemos con problemas de depresión, con impotencia 
por no poder actuar frente a la no coordinación de la Policía y la Intendencia, porque a los escándalos de 
adentro y los de afuera se los reparten. 


Hay un límite en la resistencia del ser humano. Alguien podrá pasar uno o dos días sin comer o beber, pero la 
falta de descanso, acompañado del sonido percutido, que se considera una tortura -como el de la 
tecnomúsica, de la marcha-, durante seis horas o más no es resistible. Los vecinos estamos viviendo en 
condiciones de tortura. Un negocio de estos impacta con fuerza en su manzana y en dos más. Hay una 
ordenanza municipal que dice que los ruidos no deben trascender a las fincas linderas, pero esto lo interpretan 
como quieren, porque hay conveniencia de parte de los inspectores, que cobran multas, quienes a veces 
arreglan con el dueño del negocio; más bien que ellos no son partidarios de que estos negocios estén en zonas 
específicas, como debe ser, y no entre casas de familia. Hay intereses en juego que hacen que los vecinos 
seamos rehenes de esta situación. 


Por lo tanto, frente a este abuso de espectáculos públicos, decidimos crear esta ONG, Comisión Ciudadana de 
Autodefensa Vecinal. Yo represento a gente del Reducto, de la calle Colorado. Allí hay tres manzanas 
afectadas por Coyote y por Iguana, boliches que casi están uno enfrente del otro. En las noches, hay balaceras 
y todo tipo de desmanes, además del ruido frenético de ese tipo de música; la tecnomúsica, precisamente 
cumple la función de ir acompañando la ingesta de droga y alcohol porque tiene una repercusión en la corteza 
cerebral que incita a las personas a consumir más; especialmente, a la juventud le hace mucho efecto. 


La gente vive con terror; no hay ninguna persona de ese barrio que nos acompañe aquí. Yo he sido 
coordinadora de diferentes barrios y ahí solamente conseguí conectarme con un vecino, cuya hijita está 
enferma con el síndrome del terror nocturno, algo muy común en los niños que viven cerca de este tipo de 
negocios. Ellos saben que al acercarse tal hora va a haber determinados ruidos y situaciones y lo padecen 
enormemente. Además, los padres están enfermos de agotamiento. También represento a esa gente que no 
sabe o no pude defenderse. Inclusive, trajimos algunas fotos. En una de ellas se puede ver el portón roto de la 
casa de una de las señoras que nos acompaña, que también tiene problemas de salud debido a esto. 


Asimismo, se puede apreciar en otra foto un impacto de bala en la pared de una automotora vecina a Coyote; 
está a la altura de la cintura de una persona. Todas las fotos están vinculadas con hechos de sangre; y ha 
habido muertos. 


Estos no son negocios que puedan estar entre casas de familia; tiene que haber zonas específicas para ellos. 
Cuando se instala uno en la cuadra o en la manzana donde uno vive, puede estar seguro de que la vida se le 
viene a pique. 


Esta es una foto de un hecho de sangre que ya fue denunciado en la Jefatura; es del boliche Massai, ubicado 
en Luis de la Torre y Sarmiento. 


En todos se dan escándalos, adentro con la tecnomúsica, las peleas, los golpes en las mesas y el tamborileo 
durante toda la noche, y afuera cuando, salen en patotas, haciendo todo tipo de desmanes contra las casas e 
insultando a la gente. Esto no es vida para un barrio familiar; los barrios se degradan con estas situaciones. 
Entiendo que la libertad en la vida se expresa en el orden; en esta ciudad está faltando el orden que implicaría 
que estos negocios estuvieran en determinadas zonas. 


La contaminación acústica es muy grave para la vida, como lo señala un proyecto de ley en ese sentido, que 
creo que tiene media sanción. Al respecto, se establece:"Las consecuencias del ruido se manifiestan en 
múltiples aspectos de la vida del hombre y de su entorno y está relacionado directamente con la calidad de 
vida de nuestra sociedad. Sabemos hoy que el ruido no solo afecta el oído -pérdida de la capacidad auditiva, 
sordera-, sino también el sistema nervioso -fallas del equilibrio, respuestas motoras desorganizadas-, con sus 
consecuencias a nivel psíquico y fisiológico, , trastornos del carácter, inestabilidad, insomnio, depresión, falta 
de concentración, dificultades en el proceso de aprendizaje, estrés, cefaleas, trastornos digestivos y 
circulatorios, etcétera.- En consecuencia, es fácil comprender que el costo social producido por el ruido es 
considerable y también advertir su costo económico, así como su incidencia en el desarrollo sostenible de 
nuestra sociedad. Al mismo tiempo, se han advertido las consecuencias que el ruido puede producir sobre la 
fauna que habita los ecosistemas naturales, produciendo el alejamiento de especies que son importantes para 
mantener el equilibrio ecológico". 


Es un buen proyecto de ley y sería deseable que fuese aprobado por la Cámara de Representantes porque nos 
beneficiaría a todos: a los que en este momento estamos padeciendo esto en nuestros barrios y a los que en un 
futuro puedan sufrirlo, ya que no hay lugares determinados a esos efectos. Uno podría optar por mudarse, 
pero la propiedad pierde valor territorial por estar al lado de uno de estos negocios; nadie la quiere comprar 
ni alquilar. Además, ¿quién asegura que en el lugar al que se mude no se va a instalar un local de este tipo? 
Eso ya ha ocurrido. Doy fe de que hay víctimas en el camino; hay gente que ha padecido esto, que fue un 
detonante en su salud que le costó la vida. La situación es realmente muy grave. 


SEÑORA INFANTE.- Vengo padeciendo esto desde hace trece años. Vivo en la calle Cavia; antes tenía 
el boliche enfrente y, ahora está en la mitad de la cuadra. Fui agredida hasta con una botella de cerveza 
que me tiraron. El portón que ven en la foto está roto porque un día, una chica que parecía drogada, 
fue a hacer sus necesidades, le dije que se retirara y, de una patada, me voló el pedazo de portón que 
quedaba y me quiso agredir, pero las otras que venían con ella la sacaron. Hasta que me enfermé, he 
llegado a estar desde la una de la mañana hasta las cinco y media en la calle, con los porteros de 
enfrente protegiéndome, porque el frente de mi casa es el baño de todos; saltan el muro y hacen sus 
necesidades; las chicas hasta ropa me han dejado ahí. Fui agredida verbalmente con todo tipo de 
insultos; es impresionante lo que me dice cada uno que saco. Un día, pasó un patrullero y un policía me 
dijo: "Señora, no se quede en la calle, es un peligro". Yo le contesté que tenía que hacerlo porque al 
otro día me levantaba y encontraba todo hecho un desastre. Entonces, me dio el teléfono y me dijo que, 
cualquier cosa, que lo llamara; fue muy amable, muy buena persona, pero no puedo estar llamándolo 
cada vez que entra uno a orinar. Es el baño de todos ahí y rompen todo, no les importa nada. Tengo los 
vidrios de los nichos de los contadores de consumo de agua y gas rotos, los escalones también; está todo 
roto. Eso lo hice hasta que tuve que llamar a la Unidad Coronaria Móvil porque me vino un espasmo 
bronquial. No puedo estar pendiente hasta las seis de la mañana; ahora me dije: "Que sea lo que Dios 
quiera". Me acaban de hacer una tomografía -ahora tengo que ir a buscar los resultados, por supuesto, 
con mucho temor-; tengo temblores y me siento mal. 


SEÑORA CRESPI.- Doy fe de que la señora es muy valiente porque todos los vecinos están 
aterrorizados y nadie quiere hablar. Tengo gente conocida que vive en un quinto piso y dice que es 
como estar dentro del boliche, pero nadie se atreve a dar la cara. 


Realmente, la señora Infante es una líder en esto. 


SEÑOR CHIFFLET.- El problema que se nos plantea, aparte de ser conocido porque se ha dado en 
otras oportunidades y se ha superado, es realmente grave. Creo que existen dos aspectos a resaltar que, 
desde luego, importan a la Comisión. Uno tiene que ver con la alteración del orden público; esta misma 
situación de la existencia de vecinos atemorizados por la acción -se supone- de los propietarios o de la 
gente que está al servicio de estos establecimientos, es particularmente grave y la Comisión deberá 
conversar al respecto con el Ministerio del Interior, ya que es un típico operativo policial para cuidar la 
paz entre los vecinos. 


El otro aspecto se vincula con las Ordenanzas, sobre las cuales me pude informar. Creo que desde el punto de 
vista legal no hay lagunas en la materia, aunque debemos controlar la aplicación de las normas. Una de las 
Ordenanzas -no doy el número del volumen del Digesto Municipal, pero las tengo escritas- dice que se debe 
impedir todo ruido en los locales que sea perceptible desde las residencias vecinas. Por lo que nos plantean 
los integrantes de la delegación, esta Ordenanza no se respeta porque están perturbados permanentemente. De 
modo que existen disposiciones muy claras que permiten tomar acciones en este sentido. 


Sé que en el local donde actualmente funciona el restorán Massay antes existía otra razón comercial y fue 
clausurado. 


Entonces, si la Comisión lo cree conveniente, tendremos que conversar con las autoridades correspondientes 
y, por supuesto, con el Ministerio del Interior porque hay aspectos que son particularmente delicados, ya que 
tienen que ver con la agresión a los vecinos y con el miedo que han sembrado estos bares por la zona. 


Creo que la Comisión debe analizar particularmente estos temas. 


SEÑORA INFANTE.- Es bueno aclarar que en mi caso no escucho la música y ese no es mi problema. 
Mi caso es la agresión a la propiedad, a mi persona. 


SEÑOR CHIFFLET.- Que es tan grave como los otros casos. 


SEÑORA CRESPI.- Cuando el público está bajo la acción de la bebida y de los -llamémosles- 
"psicoactivos" es incontenible; ni siquiera los Servicios 222 pueden contenerlo. 


Los escándalos provenientes de gritos, golpes y del tamborileo adentro del local, trascienden no solo las 
fincas linderas porque los ruidos de la esquina de Luis de Latorre y Sarmiento llegan hasta el Ombú e, 
inclusive, hasta Scosería y a la gente que vive en apartamentos frente al supermercado Disco. Pero esto no 
interesa a los Inspectores nocturnos de Espectáculos Públicos, ya que hacen la medición sonora del aparato 
de audio. Y si llamamos a la Seccional nos preguntan si es un escándalo de adentro o de afuera del local, 
dejando de rehenes y con las manos atadas a los vecinos. 


Las Ordenanzas son un poco antiguas, ya que el Digesto tiene disposiciones de 1930 y 1934 y no se ajustan a 
esta época, en virtud del importante adelanto tecnológico que ha habido. A esto se suma la facilidad que hay 
ahora para adquirir droga y alcohol. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es probable que algunas normas sean antiguas, pero según la información que 
he recogido -este es un problema general y nos ha preocupado- los ruidos molestos se controlan a 
partir de la Resolución N” 4.195/96 del 9 de setiembre de 1996, reglamentaria del Decreto N* 23.845, 
que establece los valores de sonido admisibles para los espectáculos públicos, los que en ningún caso 
deben superar los decibeles de manera tal que se escuchen en la casa lindera. 


En todo caso, si el Inspector no atiende el reclamo es porque no ha enviado los aparatos que se deben enviar 
y no está cumpliendo con su función. La Comisión podrá reclamar los controles debidos; tengan la seguridad 


de que esto se puede hacer cumplir. 


Un verano fui a Atlántida y frente al hotel en que me hospedaba había un espectáculo que se escuchaba hasta 
las tres de la mañana. Planteamos el problema, como correspondía, ante la Junta; finalmente se eliminó ese 
problema: los espectáculos no podían hacerse, salvo en determinados días cuando el hotel no tenía la 
ocupación habitual, es decir, prácticamente nunca. De modo que estas Ordenanzas se pueden cumplir, solo 
basta voluntad y los controles debidos. 


Los problemas graves vinculados con aspectos policiales, también se pueden solucionar; todos sabemos las 
dificultades de vigilancia que existen, pero cuando se trata de casos como los que plantea la delegación, se 
puede poner el personal imprescindible para hacer respetar el derecho de los vecinos. Este problema se puede 
subsanar porque hay disposiciones legales para lograrlo. 


SEÑORA CRESPI.- Hace trece años que vivimos esta situación. Yo me considero una sobreviviente 
porque hay gente que no superó estos problemas. 


Algunos locales se pudieron clausurar y otros han tomado sus precauciones porque Espectáculos Públicos 
solo mide los decibeles de los aparatos de audio, aunque no los provenientes de otros ruidos. No mide, por 
ejemplo, los ruidos provocados por las crisis; cuando se dan esas crisis es terrorífico escuchar a esa gente 
porque entra como en un estado de esquizofrenia y tiran las mesas, golpean las paredes, gritan, tamborilean; 
luego salen a la calle a hacer de todo. 


Está bien que estos negocios trabajen, pero sería bueno que, como en cualquier ciudad civilizada, no estén 
entre casas de familia, en barrios con característica de habitación. 


Los Inspectores de Espectáculos Públicos de la Intendencia deberían tener los sonorímetros adecuados para 
medir otro tipo de ruidos y no solo los aparatos de audio. 


SEÑORA INFANTE.- Se ponen a tocar el tamboril en los contenedores de basura y no les importa que 
sean las cuatro o cinco de la mañana; ¡aun a las seis de la mañana no se van! 


SEÑOR CHIFFLET.- En el numeral 7, literal B del Digesto se establece que Espectáculos Públicos 
debe impedir todo ruido en los locales perceptible desde las residencias vecinas más próximas. Por 
cierto que a una cuadra no se tendría que escuchar ningún ruido. 


Por lo tanto, si la delegación contara con estas disposiciones podrán reclamar con éxito, pero debo confesar 
que trece años es demasiado tiempo. 


SEÑOR CRESPI.- Aclaro al señor Diputado Chifflet que los Inspectores no dan información sobre la 
legislación vigente; más bien tienden a que el vecino la ignore porque ellos tienen sus intereses. Digo 
esto porque tengo una experiencia de trece años en estos problemas. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es muy claro que las disposiciones se pueden conseguir; si las necesitan, yo 
podría conseguírselas. Queda claro que ellas se refieren a todo ruido y no solo al que salga de los 
parlantes. Quien me informa es alguien que está vinculado a estos temas en al área municipal. 

Sería muy útil que contaran con las disposiciones porque las reclamaciones que hagan ante los organismos 
correspondientes, las harán con total fundamento, y con seguridad los tendrán que amparar. La Comisión 


trabajará al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, nuestros servicios técnicos recogerán toda la información legal 
que les haremos llegar, junto con la versión taquigráfica. 


SEÑORA CRESPI.- Le doy las gracias porque estamos desprovistos de información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Chifflet ha representado a todos con sus comentarios. 


Para complementar todo lo que se ha dicho, voy a comentar una anécdota. Donde vivo trascendió hace pocos 
días que se estaba por instalar un local; el estado de ansiedad que se generó en el barrio fue como si dijeran 
que iban a experimentar con armas nucleares. Sabiendo que vivo allí hace muchos años, tuve delegaciones de 
vecinos -Inclusive, de gente que nunca había visto en mi vida- planteando esta ansiedad. 


Estamos totalmente de acuerdo con que esto no es vida y la Comisión empezará a ocuparse del tema. 
Pediremos de inmediato información sobre en qué está este proyecto de ley para poder impulsarlo. 


SEÑORA INFANTE.- ¿Cuál es la edad mínima para ingresar a estos locales? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Teóricamente son dieciocho años. 
El problema no es el ingreso, sino el consumo de sustancias. 


SEÑORA INFANTE.- Ahora los chicos traen las botellas de Coca Cola con vino y toman por todos 
lados. Además, hay comercios abiertos veinticuatro horas sobre Bulevar España y también una 
estación de servicio que ahora vende bebidas. Los chicos van todos ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si venden bebidas a menores están clarísimamente en infracción. 


SEÑORA INFANTE.- Pregunté la edad a uno de los chicos que entró con un grupo y me contestó que 
todos tenían dieciséis años. Le pregunté: ¿"Cuánto te cobraron?". "S 30 a cada uno". "¿Sin 
consumición?". "¡Claro!". "¿Y cuánto cobran la consumición?". Y me dijo que no consumían adentro, 
que se traían la bebida y la escondían en los jardines. Es decir, salen, toman y vuelven a entrar y no 
consumen adentro del local. 


SEÑORA CRESPI.- Creo que en una sociedad civilizada estos negocios tienen que estar en zonas 
predeterminadas, es decir, que tengan su libertad de acción, pero que permitan descansar a los vecinos. 


SEÑOR CARDELINO.- Después de luchar para conseguir un nivel aceptable de vida nos encontramos 
con estos problemas. 


Luego de analizar el problema, nos damos cuenta de que esto se arreglaría llevando estos negocios a una 
zona determinada porque por más que disminuyan los ruidos, los bocinazos continuarán, como así también 
las peleas, porque son producto de una concentración muy importante de individuos que no están en 
condiciones psicológicas ni motrices para comportarse adecuadamente en la vía pública. || Por eso llegamos a 
la conclusión de que hay que apuntar a que haya una zona -como hay para tantas cosas- de boliches. Quien 
optó por ese tipo de vida lo podrá hacer sin embromar al resto de la población que al otro día tiene que 
levantarse para ir a trabajar. 


SEÑORA INFANTE.- Hay chicos que no entran y se quedan afuera molestando con las botellas de 
vino. Esto ocurre porque el boliche está ubicado ahí; a ellos les gusta estar alrededor del lugar. 


SEÑOR BELLOMO.- Como bien decía el señor Presidente, todos nos sentimos representados por las 
palabras del señor Diputado Chifflet. Creemos que su planteo está hecho en sus justos términos en 
cuanto a la medida de los decibeles del ruido que trasciende y molesta. Además hay otro planteo que es 
de estricto orden público y que corresponde al Ministerio del Interior y no tanto al control de la 
Ordenanza Municipal. 


Hace poco trascendió que el Ministerio del Interior iba a establecer un horario para el expendio de bebidas 
alcohólicas, más allá de la prohibición que ya rige respecto de los menores que, en algunos casos, no se 
controla o no se efectiviza. También existe una iniciativa en cuanto a prohibir el consumo en la vía pública. 
Desde ya les adelanto que aunque no pertenezco al partido del señor Ministro del Interior, nos parece 
razonable que este tema se encare. 


La zonificación que ustedes plantean es difícil de instrumentar, por lo que no les diría que sí gratuitamente, 
aunque comprendo su inquietud. Esto no solo entraña elementos de justicia en cuanto a dónde se va a instalar 
y dónde no, sino también otros referidos al derecho de la gente y a la normativa. 


Fui miembro informante de un proyecto que se consideró en esta Comisión y ya se votó en el Parlamento, 
referido a la regulación del ejercicio del trabajo sexual, estableciendo cuestiones sanitarias y mínimos de 
edad. Es una normativa muy interesante que también establece, entre otras cosas, que esto se practicará en 
determinadas zonas. Pero, justamente, esta ha sido una de las dificultades que se han planteado en la 
concreción de de los plazos que establece la ley, que plantea que su regulación debe realizarse antes de 
noventa días; sin embargo, lleva más de un año sin haberse hecho. Hemos tenido contacto directo con el 
doctor Guillermo Maciel, Director General del Ministerio del Interior, que está en esa órbita hace más de un 
año, y sé extraoficialmente que esta es una de las dificultades. 


Esto es de difícil solución, pero igualmente estamos comprometidos en el trabajo; las cosas a veces demoran 
pero llegan. 


Hay que respetar la Ordenanza municipal y cumplirla efectivamente, pero también establecer algunas 
medidas como la del consumo de alcohol en la vía pública, que creo serán de ayuda. 


Soy del interior del país y puedo decir que este no es un problema que afecte solamente a los montevideanos. 
Además, tengo un familiar que vive en la calle Rafael Pastoriza, cerca de "Mariachi" y estoy al tanto de los 
inconvenientes que esto genera. 


Este es un tema multidisciplinario, tiene mucho que ver con el orden público y con algunas Ordenanzas 
Municipales. Estamos trabajando, pero a veces legislar tampoco alcanza porque después no es fácil concretar 
determinados aspectos, como el de la zonificación. 


SEÑORA CRESPI.- En los departamentos de Florida y Maldonado este problema ya se ha resuelto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos darles la tranquilidad en el sentido de que no solo hemos tomado 
debida nota de lo planteado sino que hemos asumido este tema. 


Es importante el seguimiento de todo esto. Vamos a enviarles la versión taquigráfica de lo expresado hoy, así 
como las normas referidas al tema. También enviaremos la versión taquigráfica a los organismos con 
competencia en esta materia 


Sin duda creemos que es muy importante la zonificación. Hay dos procedimientos posibles: la zona 
específica o la creación de un medio ácido, es decir, de condiciones tales que la aplicación de la normativa 
haga difícil el funcionamiento irregular de estos centros por lo que, por lógica, les resulte mucho más sencillo 
ir adonde se determine. En esa dirección iremos transitando. 


Agradecemos su presencia en esta Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


